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 Procedimiento Nº: E/05386/2020

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos y teniendo
como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO:  Con  fecha  07/12/2018,  tuvo  entrada  en  esta  Agencia  una  reclamación
presentada por la entidad ALTERNATIVA SINDICAL DE TRABAJADORES (en lo sucesivo
AST o la reclamante), contra las entidades Telefónica de España, S.A.U. (en lo sucesivo
TdE), Telefónica Móviles España, S.A.U. (en lo sucesivo TME) y Telefónica Soluciones de
Informática y Comunicaciones España, S.A.U (en lo sucesivo TSICE).

La reclamación se formula en relación con las siguientes operaciones de tratamiento de
datos personales de los empleados y de terceros (familiares de los empleados) que llevan a
cabo  las  entidades  reclamadas,  algunas  de  las  cuales  se  mencionan  en  el  documento
denominado  “Anexo  de  protección  de  datos  al  contrato  laboral/nombramiento” (en  lo
sucesivo  el  “Anexo”),  que  fue  remitido  por  el  Departamento  de  RRHH  de  TdE  a  sus
trabajadores mediante correo electrónico de 17/07/2018, en el que figura como asunto el
texto  “Incorporación  del  nuevo  RGPD a  tu  relación  laboral  con  Telefónica  de  España”.
Aunque  la  reclamación  se  dirige  contras  las  tres  entidades  antes  indicadas,  en  este
documento se señala a TdE como responsable del tratamiento. 

Los tratamientos de datos personales que son objeto de la reclamación son los siguientes:

1.  Incorporación de los datos personales  de los  trabajadores  a plataformas informáticas
externas, accesibles desde el extranjero. (…)

Las finalidades que se refieren en este párrafo se describen como “fines relacionados con el
desarrollo,  formación  y  promoción  de  los  empleados,  la  administración,  organización  y
gestión global de la relación laboral”.
 
2. Recogida de información en Internet sobre la vida privada y personal de los trabajadores,
que se utiliza sin justificación. (…)

3. Cesión de los datos de los trabajadores a otras empresas y países. (…)

4. Por parte de la reclamante se cuestiona la actuación de TdE en relación con las bajas por
Incapacidad  Temporal  (IT)  de  trabajadores  y  permisos  retribuidos  por  enfermedad  de
familiares, que detalla como sigue:

a) Baja médica por IT: TdE ha elaborado un  “Procedimiento para comunicar ausencias al
trabajo por causas médicas” en el que dispone la obligación del trabajador de realizar una
llamada telefónica y facilitar sus datos personales relativos a DNI, fecha de la baja, tipo de
proceso y teléfono privado de contacto, sin que haya opción a no facilitar dicho número de
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teléfono y sin facilitar información sobre la finalidad del uso de estos datos, su cesión a
terceros, responsable del fichero o ejercicio de derechos. 

Posteriormente, el Servicio Médico de la empresa contacta con el trabajador a través del
número de línea telefónica  facilitado  para  recoger  datos  sobre  el  motivo  de la  baja.  La
reclamante indica que el trabajador no tiene la opción de no facilitar el diagnóstico médico y
que  tampoco  en  este  caso  recibe  la  información  en  materia  de  protección  de  datos
personales.     

b) Permisos retribuidos: para la concesión de los permisos, el trabajador debe completar un
formulario disponible en la Intranet de la entidad (...) y enviar un correo electrónico con datos
e informes médicos de familiares. Según la reclamante, TdE se ampara en el artículo 102.b
del  Convenio  Colectivo  de  Empresas  Vinculadas  2015-2017,  en  el  que  se  dispone  la
duración de estos permisos en función de la gravedad del caso, según la valoración que
realice el Servicio Médico de Prevención de Riesgos Laborales (2 a 5 días), (…)

Sobre esta última cuestión, AST advierte que esta Agencia se ha pronunciado en contra de
este tipo de actuación en los informes 0428/2013 y 0002/2012;  y que la  SAN 174-2011
realiza la misma valoración (aporta copia de estos documentos).

En relación con el  tratamiento  de datos de salud relativos  a trabajadores  y terceros,  el
referido “Anexo” informa como sigue:

“En  el  caso  de  categorías  especiales  de  datos,  se  tratarán  sus  datos  únicamente  cuando  el
tratamiento sea necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
de Telefónica en el ámbito del derecho laboral y de la seguridad y protección social”.

Además de las cuatro cuestiones reseñadas en los puntos anteriores, la reclamada pone de
manifiesto  que  la  información  incluida  en  el  “Anexo  de  protección  de  datos  al  contrato
laboral/nombramiento” sobre el derecho de oposición es confusa en su redacción; y que se
limita  el  ejercicio  de  los  derechos  en  materia  de  protección  de  datos  personales  al  no
proporcionar  ningún  correo  electrónico  al  que  puedan  dirigirse  los  trabajadores  para  el
ejercicio  de  tales  derechos.  Sobre  estas  cuestiones,  el  repetido  “Anexo” señala,
respectivamente, lo siguiente:

“En determinadas circunstancias y por motivos relacionados con su situación particular, el empleado
podrá oponerse al tratamiento de algunos de sus datos. Telefónica dejará de tratar los datos salvo por
motivos legítimos imperiosos, o el ejercicio o la defensa de posibles reclamaciones. En concreto,
podrá  oponerse  a  ser  objeto  de  algunas  decisiones  basada  únicamente  en  el  tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles”.

“Ud. puede ejercer los referidos derechos dirigiendo un e-mail a la dirección electrónica:
Responderemos a sus peticiones a la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo de un mes.
Dicho plazo podrá prorrogarse por dos meses en caso necesario, teniendo en cuenta la complejidad y
el número de solicitudes.
En cualquier caso, estará a su disposición el Delegado de Protección de Datos de Telefónica, S.A. en
la dirección de contacto DPO_Movistar@telefonica.com”.

Con su reclamación, además del  “Anexo” y el  correo electrónico remitido por TdE a sus
trabajadores, de fecha 17/07/2018, la entidad AST aporta la documentación siguiente:
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A. (…)

B.  Artículo  102  del  Convenio  Colectivo  de  Empresas  Vinculadas  2015-2017  (BOE  de
21/01/2016),  que  regula  los  permisos  retribuidos.  En  relación  con las  enfermedades  de
familiares se establece:

“b)  Accidente  o  enfermedad  grave,  con  o  sin  hospitalización,  o  intervención  quirúrgica  sin
hospitalización, que precise reposo domiciliario del cónyuge o de ascendientes o descendientes por
consanguinidad en cualquier grado; resto de parientes por consanguinidad y afinidad en los términos
legalmente establecidos, así como de los cónyuges de hermanos/as: La duración del permiso será de
2 a 5 días naturales, dependiendo de la gravedad del caso, cuya valoración corresponde al Servicio
Médico de Prevención de Riesgos Laborales”.

El artículo 103 del mismo Convenio se refiere a la obligación de justificar documentalmente
las causas que motivaron el despido “si se considera necesario”. 

(…)

SEGUNDO: De  conformidad  con  el  artículo  65.4  de  la  Ley  Orgánica  3/2018,  de  5  de
diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales (en lo
sucesivo LOPDGDD), que ha previsto un mecanismo previo a la admisión a trámite de las
reclamaciones que se formulen ante la AEPD, consistente en trasladarlas a los Delegados
de Protección de Datos designados por los responsables o encargados del tratamiento, a los
efectos previstos en el artículo 37 de la citada norma, o a éstos cuando no los hubieren
designado, se dio traslado de la reclamación a la entidad reclamada para que procediese a
su análisis y diera respuesta a la parte reclamante y a esta Agencia en el plazo de un mes.

 En respuesta a dicho traslado, TdE remitió a esta Agencia un informe interno elaborado
sobre las circunstancias puestas de manifiesto, en el que señala que AST no ha tenido en
cuenta otras comunicaciones o avisos de privacidad que facilita a los trabajadores (…), que
dan contestación a algunas  de las  cuestiones  reclamadas.  Añade  que,  no obstante,  ha
realizado una comunicación con información adicional sobre la forma en que comparte los
datos  como  parte  de  la  gestión  de  su  función  de  Recursos  Humanos,  el  ejercicio  de
derechos, la gestión de los datos aportados para justificar las bajas médicas y permisos, así
como en relación con la consulta de redes sociales de ámbito profesional.

Por  otra  parte,  advierte  que  ha  actualizado  el  sistema de  toma de  información  para  la
justificación de bajas médicas y permisos, como parte de la operativa de revisión continua y
mejora  de  los  procesos  de  tratamientos  de  datos  personales,  para  garantizar  que  los
interesados son conscientes de la necesidad de la recogida de datos y que su tratamiento
tiene lugar únicamente para el cumplimiento de obligaciones legales.

(…)

Se acompaña, igualmente, copia de la respuesta remitida por TdE a la entidad AST con
motivo de su reclamación, cuyo contenido coincide con el extractado al referirnos al informe
interno elaborado por la entidad reclamada.

TERCERO: Con fecha 06/03/2019, la entidad AST presentó en esta Agencia un escrito en el
que formula una serie de consideraciones en relación con la respuesta ofrecida por TdE:
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. No tiene constancia de las supuestas notificaciones sobre protección de datos que alega la
reclamada.

. (…)

. En cuanto a los datos recabados de redes sociales, señala AST que la responsable debería
eliminar esa referencia en su información o acotarla a la red profesional que menciona.

. No tienen conocimiento sobre notificaciones correspondientes a cesiones de datos a otras
empresas y países.

. La información relativa al derecho de oposición no es concisa, transparente, inteligible y de
fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo. Y sobre el supuesto error consistente en no
facilitar una dirección electrónica, advierte que no ha sido subsanado.

. TdE no detalla las opciones que dispone el trabajador para obtener la información en la
materia a la que se refiere la reclamación.

. En relación con el procedimiento dispuesto para comunicar las bajas médicas, insiste en
señalar que la reclamada recaba el número de teléfono privado y utiliza dicho dato para
contactar con el trabajador con el fin de averiguar el diagnóstico médico de su incapacidad
laboral. 

Además, usa el DNI para controlar el acceso al número a través del que deben comunicar la
situación de baja, a pesar de que dicho dato no se facilitó con tal finalidad ni cuenta con el
consentimiento de los trabajadores. Considera que puede hacerse el mismo control con la
matrícula que tienen todos los trabajadores de la empresa.

(…)

. En relación con la información exigida con ocasión de los permisos de los trabajadores,
manifiesta que el Estatuto de los Trabajadores no faculta a TdE para exigir informes médicos
de los familiares ni su tratamiento posterior y el Convenio Colectivo no puede conculcar el
derecho a la intimidad de esos familiares, los cuales desconocen que la empresa dispone de
esa  información  y  no  han  tenido  oportunidad  de  ejercer  sus  derechos.  Añade  que,  en
relación con esta información no recabada directamente de los afectados, TdE incumple lo
exigido en el artículo 14 del RGPD.

AST no adjunta ninguna documentación al escrito antes reseñado.

CUARTO: El resultado del traslado de la reclamación a la entidad responsable no permitió
entender satisfechas las pretensiones de la parte reclamante. En consecuencia, con fecha
02/04/2019, a los efectos previstos en su artículo 64.2 de la LOPDGDD, la Directora de la
Agencia  Española  de  Protección  de  Datos  acordó  admitir  a  trámite  la  reclamación
presentada.

QUINTO: A la  vista de los hechos denunciados en la  reclamación y de los documentos
aportados por el reclamante 1, la Subdirección General de Inspección de Datos procedió a
la realización de actuaciones previas de investigación para el esclarecimiento de los hechos
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en cuestión, en virtud de los poderes de investigación otorgados a las autoridades de control
en el artículo 57.1 del RGPD, y de conformidad con lo establecido en el Título VII, Capítulo I,
Sección segunda, de la LOPDGDD.

En el marco de estas actuaciones, señaladas con el número E/07271/2019, los Servicios de
Inspección  de  esta  Agencia  remitieron  un  requerimiento  de  información  a  las  entidades
reclamadas,  que  fue  respondido  mediante  un  escrito  conjunto  en  el  que  se  pone  de
manifiesto lo siguiente:

1. (…)

2. La información en materia de protección de datos personales se facilita a los empleados a
través  del  documento  denominado  “Anexo  de  protección  de  datos  al  contrato
laboral/nombramiento”,  si bien existen cláusulas adicionales que se muestran cuando los
empleados acceden a las plataformas (…)

4. La documentación justificativa de las ausencias por enfermedad está integrada por los
justificantes  de  baja/confirmación/alta  médica,  que  son  enviados  en  Madrid  por  el
responsable del empleado al Servicio Mancomunado de Prevención de Riesgos Laborales
de  TdE,  al  que  están  adheridas  TME  Y TSICE,  y  al  área  de  Recursos  Humanos  que
corresponda en el resto de provincias; y los justificantes de ausencias médica, para períodos
inferiores a tres días, que el empleado entrega a su responsable.

Las solicitudes de baja deben notificarse mediante llamada telefónica, facilitando DNI, fecha
de la baja, tipo de proceso y un teléfono de contacto. Posteriormente, el SMPRL, formado
por personal sanitario cualificado, contacta con el empleado para recabar más datos de tipo
médico, de tal forma que las reclamadas puedan tener más información para tramitar la baja
formalmente,  en  cumplimiento  de  sus  responsabilidades  legales  y  contractuales  como
empleador. El acceso a la información más sensible está restringida al personal del SMPRL
y no es compartida con ningún tercero.

5. Respecto de los permisos retribuidos por motivos de salud de familiares, se manifiesta
que,  en  la  actualidad,  y  desde  enero  de  2020,  (…),  requiriéndose  al  interesado  su
identificación, fecha del permiso, grado de parentesco, fecha del hecho causante, Km. que
separan el  centro de trabajo del lugar del hecho causante y documentación accesoria a
criterio del empleado.

Hasta la entrada en vigor del nuevo CEV (BOE de 13/11/2019), el empleado debía remitir al
Servicio  Mancomunado  de  Prevención  de  Riesgos  Laborales  un  informe  médico  que
permitiese a los profesionales de este Servicio valorar el número de días que el empleado
tenía derecho a disfrutar de conformidad con el anterior Convenio Colectivo. Únicamente
este personal accedía a los datos incluidos en el informe médico referenciado. Además, el
empleado  debía  acreditar  ante  el  departamento  de  Recursos  Humanos  la  relación  de
parentesco con el familiar y aportar un justificante de ingreso y hospitalización del familiar,
sin incluir datos médicos concretos.

Con la entrada en vigor del nuevo CEV ya no existe un número variable de días que un
empleado puede disfrutar, salvo por el parentesco. Por ello la valoración que realizaba el
SMPRL ha devenido innecesaria, con lo que ya no se solicitan informes médicos relativos a
los familiares. (…) 
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Aporta captura de pantalla del sistema para comunicar estos permisos con sueldo.

SEXTO: Mediante resolución de fecha 12/06/2020, de la Directora de la Agencia Española
de Protección de Datos, se declaró la caducidad de las actuaciones previas reseñadas en el
Antecedente Quinto, seguidas con el número E/07271/2019, por el transcurso del plazo de
doce  meses  contados  desde  la  admisión  a  trámite  de  la  reclamación,  conforme  a  lo
establecido en el artículo 67 de la LOPDGDD. 

En dicha resolución se acordó el inicio de nuevas actuaciones previas de investigación y la
incorporación a las mismas de la documentación que integra las actuaciones previas que se
declaran caducadas. 

En el  marco de estas  actuaciones,  seguidas  con el  número E/05386/2020,  se  cursaron
sendos requerimientos de información a las entidades reclamadas, que fueron respondidos
conjuntamente. De la respuesta facilitada a la AEPD, cabe destacar lo siguiente:

1. Como cuestión previa y a título recordatorio, reitera lo ya expuesto en las actuaciones
precedentes: 

- Las previsiones sobre cesión de datos de los empleados dentro del Grupo Telefónica se
producen en el marco de las actividades de administración, organización y gestión global de
la relación laboral,  habiendo sido informados los trabajadores de las bases legitimadoras
que amparan estos tratamientos.  A título de ejemplo  se citan  el  acceso al  directorio  de
empleados para el  desempeño del  trabajo;  provisión de ofertas de empleo a las cuales
puede acceder cualquier empleado del Grupo; proyectos de formación global, etc. 

- El tratamiento de los datos de los empleados por entidades del Grupo Telefónica situadas
fuera del Espacio Económico Europeo es necesario para poder gestionar los procesos de
selección a los cuales el empleado se inscribe, así como para el cumplimiento del contrato
laboral de aquellos empleados que se trasladan (gestiones con Administraciones Públicas
de  otros  países,  búsqueda  de  Colegios,  etc.).  Como  ya  se  ha  informado,  las  bases
legitimadoras  del  tratamiento  de  datos  de  estos  supuestos  son  el  consentimiento  y  la
ejecución del contrato, dependiendo del caso concreto, si bien, en ambos supuestos, es
posible que se produzca una transferencia internacional. 

- La mención al tratamiento de datos obtenidos de redes sociales se incardinaba siempre en
relación  “… con las finalidades a las que se refieren los párrafos anteriores” que no son
otras que las relacionadas con la ejecución del contrato laboral para fines relacionados con
el desarrollo, formación y promoción de los empleados, previo análisis de que concurren las
condiciones necesarias para determinar la licitud y pertinencia de dicho tratamiento. En este
sentido,  dada  la  sensibilidad  que  pudiera  suscitar  en  el  empleado  la  creencia  de  una
intromisión innecesaria en su vida privada y en refuerzo de la base legitimadora del interés
legítimo, se solicita el consentimiento expreso del trabajador en los supuestos en los que
éste se inscriba en un proceso de selección. Conviene aclarar que la posible consulta que
se  pudiera  hacer  de  RRSS como fuente  externa,  se  centraría  en  aquéllas  RRSS cuya
finalidad es estrictamente laboral, como sucede con Linkedin, (…).

2.  El  documento  denominado  “Anexo  de  Protección  de  Datos  al  Contrato
Laboral/Nombramiento” estuvo vigente del 17/07/2018 al 17/11/2020. 
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En esta última fecha se adoptó una nueva Política de Privacidad (adjunta copia), que fue
comunicada a los Comités Intercentros, remitida a todos los empleados mediante correo
electrónico de 18/11/2020 y publicada en la intranet un día antes (actualmente se incluye
como anexo al contrato laboral). 

(…)

3. Como ya se ha puesto de manifiesto, los tratamientos incluidos en el “Anexo”, así como
en la actual Política de Privacidad, no requieren de la base legitimadora del consentimiento. 

En relación con aquellos tratamientos que requieren de consentimiento, antes de realizarse
se  informa  al  empleado  o  interesado  y  se  incluye  una  casilla  de  aceptación  para  que
proceda a marcar un “check”, tal y como ha quedado acreditado en los textos aportados a la
Agencia en sus respuestas anteriores. En estos casos, muy reducidos, el diseño del proceso
de  la  petición  del  empleado  no  permite  avanzar  en  su  ejecución  si  no  otorga  el
consentimiento. 
 
4. Los accesos a datos personales de empleados por entidades del grupo establecidas en
un tercer país están relacionados con la gestión global de la administración y procesos de
selección y formación a nivel de Grupo, en los que las reclamadas no actúan en todos los
casos como responsables del tratamiento, informándose en ese sentido a los empleados
cuando  la  base  legitimadora  para  la  cesión  a  otro  responsable  así  lo  requiere,  u
obteniéndose el correspondiente consentimiento, según el proceso detallado en el punto 2
del Antecedente Quinto. 

(…)

En segundo lugar y, en la medida de que se trata de un Grupo de Empresas multinacional, el
directorio  corporativo  con  los  datos  básicos  de  contacto  (Nombre,  Apellidos,  Ubicación
-dirección del edificio donde trabaja el empleado-, teléfono y email de empresa) de todos los
empleados  está  a  disposición  de  todas  los  integrantes  del  Grupo,  toda  vez  que  el
desenvolvimiento  de  las  funciones  propias  de  los  empleados  (negociaciones  con  otras
empresas del grupo, acuerdos con terceros a nivel global, petición de información de otras
filiales, etc.) hacen necesario poder acceder a esa información básica. 

(…)

Se informa que Telefónica ha hecho extensivas a estos tratamientos todas las garantías que
aplica con carácter general a cualquier tipo de tratamiento de datos de carácter personal,
entre  las  que  destaca  la  información  que  facilita  a  los  empleados,  la  obtención  de  su
consentimiento  cuando  el  tratamiento  así  lo  requiere,  análisis  de  seguridad  de  los
tratamientos y el establecimiento de mecanismos para el ejercicio de derechos. Añade que,
adicionalmente,  se  está  ejecutando  un  proyecto  corporativo  de  Normas  Corporativas
Vinculantes (BCR) para reforzar las garantías relativas a las transferencias internacionales
de datos intragrupo.

5. En relación con las ausencias del trabajo por causas médicas, cuando el empleado llama
al número ***TELEFONO.1 o ***TELEFONO.2 para comunicar una ausencia de trabajo por
enfermedad, se le solicita DNI, con el fin de saber a qué empresa de las del CEV pertenece,
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fecha de baja, tipo de proceso (ausencia de trabajo) y un teléfono de contacto para poder
enviarle  la notificación de la  recepción de la  comunicación.  Asimismo, el  DNI sirve para
poder remitirle una comunicación con la confirmación de la gestión al mail corporativo. 

Cuando  el  empleado  se  incorpora  a  su  puesto  de  trabajo,  debe  volver  a  llamar  para
comunicar  el  fin  de ausencia por enfermedad, y deberá aportar  copia del justificante de
ausencia por enfermedad a su responsable. Este documento no contiene datos de salud.

6.  En relación con el  procedimiento de comunicación relacionado con las ausencias  por
bajas médicas, el medio de comunicación a la Empresa es igualmente el teléfono habilitado,
diferenciándose en que, en este caso, el facultativo emite un parte médico de baja/alta por
Incapacidad Temporal, que tampoco contiene ningún dato de salud sobre la causa que ha
originado la baja del empleado. 

Como se ha informado, las unidades receptoras de la información sobre partes de baja y
alta  por  Incapacidad Temporal  son las  áreas de RRHH de cada Dirección  Territorial  de
Telefónica  España,  cuando  los  empleados  están  fuera  de  la  Comunidad  Autónoma  de
Madrid, y el Servicio Médico de Prevención de Riesgos Laborales (…).

7. En relación con estos permisos retribuidos, las reclamadas informan sobre la información,
datos y documentación requeridas al empleado: 

- Identificación del empleado, (…)
- Fecha del permiso 
- Grado de afinidad con respecto al afectado 
- Fecha del hecho causante 
- Kilómetros que separan el centro de trabajo del lugar del hecho causante. 
- Documentación que origina el hecho que da origen al permiso, la cual, como se informó en
el  escrito  de  contestación  al  requerimiento  E/07271/2019,  en su apartado  9.2,  no  tiene
carácter obligatorio. 

Por lo que respecta a los procedimientos informados, se traslada a continuación un desglose
cronológico de la vigencia de cada uno de ellos: 

a) Desde el 25 de mayo de 2018 hasta el 13 de noviembre de 2019: La normativa aplicable
en relación con los permisos retribuidos por enfermedad grave o intervención de familiar, era
la establecida en los artículos 102 y 103 de I CEV, (…)

b) Desde enero 2020, en coherencia con lo establecido en el CEV con vigencia 2019 a
2021, (…). A partir  de esa fecha, el permiso tiene una duración en función del grado de
parentesco, por lo que únicamente se requiere al trabajador documentación sobre el ingreso
hospitalario o intervención quirúrgica y documento oficial que acredite el parentesco. 

c) Desde el mes de abril de 2021, el procedimiento ha experimentado un pequeño ajuste, sin
que  hayan  variado  los  datos,  información  o  documentación  requerida  respecto  del  ya
implantado en enero de 2020, a excepción de que el empleado no tiene que incorporar en el
proceso de solicitud ningún documento, sino que queda a discreción de la empresa, si lo
considerara necesario, solicitar al empleado en un momento posterior. 

(…)
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B. Copia de los Convenios Colectivos de Empresas Vinculadas:

. I CEV, aprobado mediante resolución de 28/12/2015, publicado el 21/01/2016, con vigencia
desde 01/01/2015 a 31/12/2018 (prórroga).
.  II  CEV,  aprobado  mediante  resolución  de  23/10/2019,  publicado  el  13/11/2019,  con
vigencia desde 01/01/2019 a 31/12/2021.

C.  Instrucciones  impartidas  a  los  trabajadores,  vigentes  a  25/05/2018,  sobre  el
procedimiento aplicado para la comunicación de las bajas por Incapacidad Temporal (IT), así
como las modificaciones posteriores. 

D. Aporta copia de las instrucciones vigentes a 25/05/2018 sobre el procedimiento aplicado
para la solicitud de permisos retribuidos por enfermedad de familiares, en sus diferentes
versiones. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

I

De acuerdo con los poderes de investigación y correctivos que el artículo 58 del Reglamento
(UE) 2016/679 (Reglamento general de protección de datos, en adelante RGPD) otorga a
cada autoridad de control, y según lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley Orgánica 3/2018,
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales
(en lo sucesivo LOPDGDD), es competente para resolver estas actuaciones de investigación
la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos.

II

Las  entidades  reclamadas,  todas  ellas  pertenecientes  al  Grupo  Telefónica,  realizan
tratamientos  de los  datos  personales  de sus  empleados  con  “fines  relacionados  con el
desarrollo,  formación  y  promoción  de  los  empleados,  la  administración,  organización  y
gestión global de la relación laboral”.

De estos tratamientos de datos, por parte de la entidad AST han sido objeto de reclamación
la  comunicación  de  datos  de  los  trabajadores  a  entidades  del  Grupo  Telefónica,  la
incorporación  de  esos  datos  a  plataformas  informáticas  externas  accesibles  por  otros
empleados del Grupo y la recogida de datos de redes sociales; todos ellos realizados con
los mismos fines, es decir, con fines de administración, organización y gestión de la relación
laboral.

Las  comunicaciones  de  datos  tienen  como base  legitimadora  el  interés  legítimo  de  las
entidades implicadas,  siendo la principal destinataria Telefónica S.A.,  empresa matriz del
Grupo,  que  actúa  como  responsable  del  tratamiento  a  nivel  Grupo  para  determinados
procesos, como pueden ser los relacionados con la movilidad internacional, la gestión del
talento  global  o  el  desarrollo  de  redes  sociales  corporativas  que  permitan  ofrecer
plataformas de interacción entre los empleados del Grupo Telefónica.

Algunas de esas comunicaciones de datos se realizan a entidades del Grupo establecidas
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en un tercer país en base a la ejecución del contrato laboral. Del mismo modo, el acceso a
la información contenida en las plataformas informáticas dispuestas por el Grupo se produce
también por empleados situados fuera del Espacio Económico Europeo. Telefónica advierte
a  sus  empleados  que  estas  transferencias  internacionales,  de  producirse,  se  realizarán
siempre conforme a la legislación española, para el cumplimiento de la relación laboral o en
base al consentimiento del interesado. 

En cuanto al acceso a la información relativa al trabajador por parte de entidades del Grupo
Telefónica situados fuera del EEE, se produce (…) en el marco de los procesos de movilidad
internacional  gestionados  por  Telefónica,  S.A.,  para  la  valoración  de  la  candidatura
presentada por el trabajador interesado en participar en dicho proceso (los puestos vacantes
del Grupo se ofertan a todos los empleados), y en base al consentimiento que éste presta
con tal propósito (la citada plataforma dispone de una casilla que el trabajador puede marcar
para consentir dicho acceso). Este acceso se realiza por la entidad que oferta la plaza.

Lo mismo ocurre en procesos de formación, que también se gestionan a nivel global.

(…), los empleados del Grupo pueden acceder al directorio corporativo, al perfil público de
los  usuarios/trabajadores,  para  el  desenvolvimiento  de  las  funciones  propias  de  los
empleados,  envío  de  comunicaciones,  redes  sociales  y  herramientas  colaborativas  de
empleados. 

Por otra parte, según consta en las actuaciones, la consulta a fuentes externas se realiza
por la empresa matriz respecto de los datos personales de trabajadores incorporados por
éstos a redes sociales de ámbito profesional, en el marco de procesos de movilidad; previo
consentimiento del interesado (…)

Las citadas operaciones de tratamiento objeto de la reclamación se ajustan a lo establecido
en el RGPD. En cuanto a la licitud del tratamiento, el artículo 6 de este Reglamento admite
los tratamientos de datos cuando concurra una base jurídica que los legitime, como son,
entre otras, la ejecución de un contrato en el que el interesado sea parte, el cumplimiento de
una obligación legal, la satisfacción de un interés legítimo perseguido por el responsable o
por un tercero o el consentimiento del interesado. El citado artículo 6 del RGPD establece lo
siguiente:

“Artículo 6. Licitud del tratamiento 

1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios
fines específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para
la aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable
del tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f)  el  tratamiento  es  necesario  para  la  satisfacción  de  intereses  legítimos  perseguidos  por  el
responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los
intereses o los derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de
datos personales, en particular cuando el interesado sea un niño.
Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al tratamiento realizado por las
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autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2.  Los  Estados  miembros  podrán  mantener  o  introducir  disposiciones  más  específicas  a  fin  de
adaptar  la  aplicación  de  las  normas  del  presente  Reglamento  con  respecto  al  tratamiento  en
cumplimiento del apartado 1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de
tratamiento y otras medidas que garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras
situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX.

3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o

b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento.
La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo relativo al
tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión
realizada  en  interés  público  o  en  el  ejercicio  de  poderes  públicos  conferidos  al  responsable  del
tratamiento. Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación
de normas del presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del
tratamiento  por  parte  del  responsable;  los  tipos  de  datos  objeto  de  tratamiento;  los  interesados
afectados;  las  entidades  a  las  que  se  pueden  comunicar  datos  personales  y  los  fines  de  tal
comunicación; la limitación de la finalidad; los plazos de conservación de los datos, así como las
operaciones  y  los  procedimientos  del  tratamiento,  incluidas  las  medidas  para  garantizar  un
tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras situaciones específicas de tratamiento a tenor
del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros cumplirá un objetivo de interés
público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales
no esté basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros que constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para
salvaguardar los objetivos indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con
objeto de determinar si el tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron
inicialmente los datos personales, tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines
del tratamiento ulterior previsto;
b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la
relación entre los interesados y el responsable del tratamiento;
c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;
d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización”.

En este caso, los tratamientos a los que se refiere la reclamación son lícitos, en la medida
en que son necesarios en el contexto de un contrato o relación laboral, o se realizan para la
satisfacción de intereses legítimos del responsable y para fines legítimos, sirviéndose de
tecnología  proporcionada  y  necesaria  para  permitir  al  empleado  el  contacto  con  sus
compañeros.

En relación con las comunicaciones de datos personales a empresas del Grupo Telefónica,
procede considerar el concepto de “Grupo Empresarial”, que se define en el punto 19 del
artículo 4 del RGPD:
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<<“Grupo empresarial”:  grupo constituido por una empresa que ejerce el control  y sus empresas
controladas>>.

Sobre el alcance que debe atribuirse a este concepto desde el punto de vista del RGPD, es
necesario considerar lo señalado en los Considerandos 37 y 48 de dicho Reglamento:

“(37)  Un  grupo  empresarial  debe  estar  constituido  por  una  empresa  que  ejerce  el  control  y  las
empresas  controladas,  debiendo ser  la  empresa que  ejerce  el  control  la  que pueda ejercer  una
influencia dominante en las otras empresas, por razones, por ejemplo, de propiedad, participación
financiera, normas por las que se rige, o poder de hacer cumplir las normas de protección de datos
personales. Una empresa que controle el tratamiento de los datos personales en las empresas que
estén afiliadas debe considerarse, junto con dichas empresas, «grupo empresarial»”.

“(48) Los responsables que forman parte de un grupo empresarial  o de entidades afiliadas a un
organismo central pueden tener un interés legítimo en transmitir datos personales dentro del grupo
empresarial  para  fines  administrativos  internos,  incluido  el  tratamiento  de  datos  personales  de
clientes  o  empleados.  Los  principios  generales  aplicables  a  la  transmisión  de datos  personales,
dentro de un grupo empresarial, a una empresa situada en un país tercero no se ven afectados”. 

Con carácter general, la comunicación de los datos entre empresas del mismo grupo exigirá
acreditar un interés legítimo bien del responsable del tratamiento, o bien del tercero al que
se comunican los datos.  Ese interés legítimo puede consistir  en la centralización de las
actividades de carácter administrativo. 

Si bien, la base jurídica del tratamiento de los datos dentro del grupo también puede ser el
cumplimiento del contrato de trabajo. Habrá que tomar en consideración factores como la
estructura del grupo de empresas (horizontal o jerarquizado), la finalidad del tratamiento de
datos o la movilidad de la persona trabajadora por distintas empresas del grupo. En el caso
de  grupos  jerarquizados,  y  en  particular  cuando  la  empresa  matriz  tome  decisiones
directamente, puede ser necesario que disponga de la información pertinente, y entre ella de
datos como el tipo de contrato, el salario, la jornada, la productividad, la antigüedad y otros
de carácter profesional que puedan ser relevantes para la toma de decisiones.

El Grupo Telefónica se entiende dentro de este concepto, desde el punto de vista de la
protección de datos personales,  con la  entidad Telefónica,  S.A.,  matriz  del  Grupo,  como
empresa que ejerce el control. 

En este caso, el  intercambio de información relativa a los trabajadores de las empresas
reclamadas a favor de las empresas del Grupo, principalmente a favor de la matriz, toda ella
relacionadas con la gestión de recursos humanos, tiene cabida en las acciones que pueden
basarse  en  el  interés  legítimo  a  las  que  se  refiere  el  Considerando  48,  referidas  a  la
transmisión de datos personales dentro del grupo empresarial  “para fines administrativos
internos”, o en el cumplimiento del contrato de trabajo.

En  cuanto  a  las  transferencias  internacionales  de  datos  que  se  han  referenciado
anteriormente, que resulta de la comunicación de datos personales a empresas del Grupo
establecidas  fuera  del  Espacio  Económico  Europeo  con  ausencia  de  una  decisión  de
adecuación  de  la  Comisión  Europea  o  de  garantías  adecuadas  de  conformidad  con  el
artículo  46  del  RGPD,  resulta  de  aplicación  lo  dispuesto  en  el  artículo  49  del  mismo
Reglamento, que admiten las transferencias que, como las que son objeto de análisis en las
presentes  actuaciones,  estén  basadas  en  el  consentimiento  del  interesado  o  sean
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necesarias para la ejecución de un contrato entre el interesado y el responsable, o entre el
responsable y un tercero, siempre que en este caso se formalice en beneficio de un tercero.

Así, el RGPD ha venido a simplificar el régimen de transferencias internacionales, lo que ha
supuesto  un cambio  sustancial  en  el  modelo  de control  que se llevaba  a  cabo  bajo  la
normativa  anterior.  Con  el  RGPD,  se  suprime  la  obligación  de  notificar  a  la  AEPD  las
transferencias de datos a países que disponen de una Decisión de adecuación,  o si  se
realizan en aplicación de alguna de las excepciones previstas en el art. 49 del RGPD, que
en su apartado 1, letras a), b) y c), establece lo siguiente: 

“Artículo 49. Excepciones para situaciones específicas
1. En ausencia de una decisión de adecuación de conformidad con el artículo 45, apartado 3, o de
garantías  adecuadas  de  conformidad  con  el  artículo  46,  incluidas  las  normas  corporativas
vinculantes, una transferencia o un conjunto de transferencias de datos personales a un tercer país u
organización internacional únicamente se realizará si se cumple alguna de las condiciones siguientes:
a) el interesado haya dado explícitamente su consentimiento a la transferencia propuesta, tras haber
sido informado de los posibles riesgos para él de dichas transferencias debido a la ausencia de una
decisión de adecuación y de garantías adecuadas;
b) la transferencia sea necesaria para la ejecución de un contrato entre el interesado y el responsable
del tratamiento o para la ejecución de medidas precontractuales adoptadas a solicitud del interesado;
c)  la  transferencia  sea  necesaria  para  la  celebración  o  ejecución de un contrato,  en interés  del
interesado, entre el responsable del tratamiento y otra persona física o jurídica;”.  

Por otra parte, la utilización de datos personales obtenidos de redes sociales por parte del
empleador requiere de una base jurídica válida, como el consentimiento del interesado o el
interés  legítimo,  y  solo  se  justifica  si  están  relacionados  con  fines  profesionales  y  se
demuestre que el tratamiento es necesario y pertinente para el desempaño del trabajo 

Sobre el consentimiento en el ámbito de las relaciones laborales, es preciso que se tenga en
cuenta  que no constituye una base jurídica  válida  si  se  proporciona en un contexto  de
desequilibrio  claro  entre  el  interesado  y  el  responsable  del  tratamiento,  por  lo  que  es
necesario  extremar  las  cautelas  y,  en  particular,  el  respeto  a  los  principios  de
proporcionalidad  y  de  limitación  de  la  finalidad.  En  palabras  del  Grupo  de  Trabajo  del
Artículo 29, Dictamen 2/2017, sobre el tratamiento de datos en el trabajo:

“Es muy poco probable que el consentimiento constituya una base jurídica para el tratamiento de
datos en el trabajo, a no ser que los trabajadores puedan negarse sin consecuencias adversas […]
Salvo  en  situaciones  excepcionales,  los  empresarios  tendrán  que  basarse  en  otro  fundamento
jurídico distinto del consentimiento, como la necesidad de tratar los datos para su interés legítimo. Sin
embargo, un interés legítimo en sí mismo no es suficiente para primar sobre los derechos y libertades
de los trabajadores”. 

III

El  artículo  9  del  RGPD,  referido  al  “Tratamiento  de  categorías  especiales  de  datos
personales”, establece lo siguiente:

 
“1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las
opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de
datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física,
datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o la orientación sexual de una persona
física.
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2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con
uno o más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el
interesado;
b)  el  tratamiento  es  necesario  para  el  cumplimiento  de  obligaciones  y  el  ejercicio  de  derechos
específicos del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la
seguridad y protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros o un convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que
establezca garantías adecuadas del respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del
interesado;
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física,
en  el  supuesto  de  que  el  interesado  no  esté  capacitado,  física  o  jurídicamente,  para  dar  su
consentimiento;
d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías,
por una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea
política, filosófica, religiosa o sindical,  siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los
miembros actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares
con ellos en relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de
ellos sin el consentimiento de los interesados;
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;
f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando
los tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;
g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho
de la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en
lo esencial el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para
proteger los intereses y derechos fundamentales del interesado;
h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o
social,  o  gestión  de  los  sistemas y  servicios  de  asistencia  sanitaria  y  social,  sobre  la  base  del
Derecho de la  Unión o  de los Estados miembros o  en virtud de un contrato  con un profesional
sanitario y sin perjuicio de las condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;
i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección  frente  a  amenazas  transfronterizas  graves  para  la  salud,  o  para  garantizar  elevados
niveles de calidad y de seguridad de la asistencia  sanitaria  y de los medicamentos o productos
sanitarios, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas
adecuadas y  específicas para proteger los  derechos y  libertades  del  interesado,  en particular  el
secreto profesional;
j) el tratamiento es necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica
o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89,  apartado 1, sobre la base del
Derecho de la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido,
respetar  en lo  esencial  el  derecho  a  la  protección  de  datos  y  establecer  medidas  adecuadas y
específicas para proteger los intereses y derechos fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el
apartado 2, letra h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de
secreto profesional,  o bajo su responsabilidad,  de acuerdo con el  Derecho de la Unión o de los
Estados miembros o con las normas establecidas por los organismos nacionales competentes, o por
cualquier otra persona sujeta también a la obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la
Unión o  de los Estados miembros o  de las normas establecidas por  los  organismos nacionales
competentes.

4.  Los  Estados  miembros  podrán  mantener  o  introducir  condiciones  adicionales,  inclusive
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limitaciones, con respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la
salud”.

En relación con el “Tratamiento de categorías especiales de datos personales”, se tiene en
cuenta, además, lo expresado en el Considerando 51 del RGPD: 

“(51) Especial protección merecen los datos personales que, por su naturaleza, son particularmente
sensibles en relación con los derechos y las libertades fundamentales, ya que el contexto de su
tratamiento podría entrañar importantes riesgos para los derechos y las libertades fundamentales…
Tales datos personales no deben ser tratados, a menos que se permita su tratamiento en situaciones
específicas contempladas en el presente Reglamento, habida cuenta de que los Estados miembros
pueden establecer  disposiciones específicas sobre protección de datos con objeto  de adaptar  la
aplicación de las normas del  presente Reglamento al  cumplimiento de una obligación legal  o  al
cumplimiento  de  una  misión  realizada  en  interés  público  o  en  el  ejercicio  de  poderes  públicos
conferidos al responsable del tratamiento. Además de los requisitos específicos de ese tratamiento,
deben aplicarse los principios generales y otras normas del presente Reglamento, sobre todo en lo
que se refiere a las condiciones de licitud del tratamiento. Se deben establecer de forma explícita
excepciones  a  la  prohibición  general  de  tratamiento  de  esas  categorías  especiales  de  datos
personales, entre otras cosas cuando el interesado dé su consentimiento explícito o tratándose de
necesidades específicas, en particular cuando el tratamiento sea realizado en el marco de actividades
legítimas por determinadas asociaciones o fundaciones cuyo objetivo sea permitir el ejercicio de las
libertades fundamentales”. 

Por parte de la reclamante se formula reclamación en relación con los tratamientos que las
reclamadas  llevan  a  cabo  con  motivo  de  las  ausencias  por  causas  médicas  de  los
trabajadores,  incluidas  las  bajas  por  Incapacidad  Temporal  (IT),  y  con  ocasión  de  los
permisos retribuidos por enfermedad de familiares que solicitan dichos trabajadores.

En  concreto,  se  denuncia  a  las  reclamadas  por  exigir  a  sus  empleados,  al  comunicar
telefónicamente las ausencias del trabajo por causas médicas, la indicación de sus datos
personales como el número de DNI (en lugar del número de matrícula asignado a cada
trabajador) y un teléfono de contacto personal,  el cual es utilizado posteriormente por el
servicio médico de la empresa para contactar con el interesado y recoger datos sobre el
motivo de la baja, según manifiesta la reclamante. 

Según consta en el documento denominado “Procedimiento para comunicar ausencias del
trabajo por causas médicas”, elaborado por el “Centro de Prevención y Salud”, aportado a
las  actuaciones  por  la  reclamante,  con  ocasión  de  aquellas  ausencias,  se  requiere  al
trabajador documentación en papel justificativa de la ausencia por enfermedad o los partes
médicos de baja, alta o confirmación que expide el médico del sistema público de salud. Se
dice, asimismo, en dicho procedimiento, en relación con el número de teléfono de contacto
facilitado, que “la locución solicita al empleado que introduzca un número de teléfono para
que su responsable y el servicio de prevención puedan ponerse en contacto con él” y que
“una vez confirmado le llega un correo electrónico y un SMS (en caso de disponer de teléfono
móvil) al trabajador y a su jefe con la confirmación de la grabación del proceso”. 

La  posibilidad  de  que  el  Servicio  Mancomunado  de  Riesgos  Laborales  contacte  con  el
trabajador  mediante  el  teléfono  facilitado  solo  tiene  lugar  respecto  de  trabajadores
destinados  en  centros  de  las  reclamadas  en  Madrid.  Para  centros  situados  en  otras
provincias, la tramitación de estas ausencias se limita a comunicar la ausencia y remitir la
documentación al responsable del trabajador, que la traslada al área de recursos humanos 
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Por otra parte, el sindicato AST denuncia que, para la concesión de permisos retribuidos, el
trabajador  debe  completar  un  formulario  disponible  en  la  Intranet  y  enviar  un  correo
electrónico  con  datos  e  informes  médicos  de  familiares.  Según  la  reclamante,  las
reclamadas  se  amparan  en  el  artículo  102.b  del  Convenio  Colectivo  de  Empresas
Vinculadas 2015-2017, en el que se dispone la duración de estos permisos en función de la
gravedad  del  caso,  valorada  por  el  Servicio  Mancomunado  de  Prevención  de  Riesgos
Laborales (2 a 5 días), (…) 

Advierte  la  reclamante  que  esta  Agencia  se  ha  pronunciado  en  contra  de  este  tipo  de
actuación en los informes 0428/2013 y 0002/2012; y que la SAN 174-2011 realiza la misma
valoración (aporta copia de estos documentos).

Este esquema se modifica con la aprobación del vigente Convenio Colectivo de Empresas
Vinculadas,  que fue aprobado en fecha 23/10/2019 y publicado el  13/11/2019.  Con este
nuevo CEV, el número de días de permiso que disfruta el trabajador está relacionado con el
grado de parentesco y no con la gravedad de la enfermedad del familiar, de modo que la
valoración que realizaba el SMPRL ha dejado de ser necesaria, por lo que no se solicitan
informes  médicos  relativos  a  los  familiares.  Únicamente  se  recaba  del  interesado  su
identificación, fecha del permiso, grado de parentesco, fecha del hecho causante, Km. que
separan el  centro de trabajo del lugar del hecho causante y documentación accesoria a
criterio del empleado. 

A juicio  de esta Agencia,  no se estima contraria  a la  normativa  de protección de datos
personales la recogida de datos que se lleva a cabo durante el proceso de comunicación de
ausencias por razones médicas del trabajador: DNI, para la correcta identificación y teléfono
de contacto (en general, parece necesario para la ejecución del contrato que el empleador
disponga de alguna vía de comunicación con el trabajador). Debe advertirse, no obstante,
que el dato personal relativo al número de teléfono de contacto que el empleado facilita con
este motivo no podrá utilizarse por las entidades responsables con una finalidad distinta a la
que ha motivado su recogida. 

En cuanto a la llamada que los facultativos médicos del SMPRL realizan al trabajador para
recoger información sobre dicha ausencia médica,  las reclamadas han señalado que los
tratamientos de datos que resultan de esta actuación se amparan en el artículo 9.2.b) del
RGPD, referido al “cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos del
responsable  del  tratamiento  o  del  interesado  en  el  ámbito  del  Derecho  laboral  y  de  la
seguridad y protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de
los  Estados  miembros  o  un  convenio  colectivo  con  arreglo  al  Derecho  de  los  Estados
miembros que establezca garantías adecuadas del respeto de los derechos fundamentales
y de los intereses del interesado”. 

Este  artículo  legitima  el  tratamiento  de  datos  especialmente  protegidos  cuando  dicho
tratamiento es necesario para el ejercicio de derechos específicos del responsable en el
ámbito del Derecho laboral, así como el tratamiento de datos que persigue el cumplimiento
de obligaciones del responsable dispuestas en un convenio colectivo.

Ello coincide con la información que se facilita al trabajador sobre el tratamiento de datos de
salud:

“En  el  caso  de  categorías  especiales  de  datos,  se  tratarán  sus  datos  únicamente  cuando  el
tratamiento sea necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
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de Telefónica en el ámbito del derecho laboral y de la seguridad y protección social”.

Con carácter  general,  el  tratamiento de categorías especiales  de datos personales  está
prohibido. No obstante, de acuerdo con lo anterior, en el seno de una relación laboral existe
una suerte de habilitación legal para el tratamiento de datos de los sujetos de dicha relación,
dentro de los términos de la misma. 

Aunque las personas tienen el poder de decisión sobre sus datos personales, no se trata de
un derecho absoluto,  sino que debe ceder  llegado el  caso ante la  prevalencia  de otros
derechos y libertades también constitucionalmente reconocidos y protegidos. En el presente
caso, en el que el tratamiento de los datos del denunciante se efectúa en el ámbito de una
relación laboral, ha de ponderarse el derecho a la protección de los datos con el derecho
reconocido a los empresarios para la vigilancia y control del cumplimiento de los deberes
laborales que corresponden al trabajador.

La cuestión planteada está en relación con el control laboral del empleado y la posibilidad de
que el empresario lleve algún tipo de control sobre las ausencias del trabajador por razones
médicas,  respuesta que se debe buscar en el  equilibrio  entre las facultades que le  son
reconocidas al empresario en el artículo 20 del Estatuto de los trabajadores y los derechos
que  le  son  reconocidos  al  trabajador  en  el  artículo  4.2.e)  del  mismo  texto  legal,  que
reconoce al trabajador el derecho “al respeto de su intimidad y a la consideración debida a
su dignidad”.

Este artículo 20 del Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba
el  texto  refundido  de la  Ley  del  Estatuto  de  los  Trabajadores,  referido  a  la  facultad de
“Dirección y Control  de la Actividad Laboral” por parte del  empresario,  establece en sus
apartados 3 y 4 lo siguiente:

“3. El empresario podrá adoptar las medidas que estime más oportunas de vigilancia y control para
verificar el cumplimiento por el trabajador de sus obligaciones y deberes laborales, guardando en su
adopción y aplicación la consideración debida a su dignidad y teniendo en cuenta, en su caso, la
capacidad real de los trabajadores con discapacidad.

4. El empresario podrá verificar el estado de salud del trabajador que sea alegado por este para
justificar sus faltas de asistencia al trabajo, mediante reconocimiento a cargo de personal médico. La
negativa del trabajador a dichos reconocimientos podrá determinar la suspensión de los derechos
económicos que pudieran existir a cargo del empresario por dichas situaciones”.

Por tanto, el Estatuto de los Trabajadores faculta a las empresas para realizar controles
médicos a las personas rabajadoras que faltan al trabajo por enfermedad. 

Por otra parte, en este caso concreto, el Convenio Colectivo de Empresas Vinculadas 2015-
2017, en su artículo 183 “Incapacidad Temporal” establece lo siguiente:

1. La Empresa complementará los subsidios legalmente establecidos para las situaciones de I.T. y
situaciones asimiladas a la misma, hasta el 100 por 100 del salario líquido que corresponda en cada
caso, desde el primer día de la baja.
2. Para conseguir objetivos razonables de Absentismo, se recurrirá a:
– La utilización de las medidas preventivas y restauradoras de la salud, de eliminación de accidentes
de trabajo.
–  Para la  oportuna verificación de que las ausencias por  I.T.  están debidamente justificadas,  se
exigirá el justificante médico de baja, de confirmación o de asistencia médica en todos los supuestos,
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dentro de una lógica aplicación del precepto.
– De igual forma y al objeto de garantizar que el absentismo debido a causas médicas se ajusta en
todo momento a la legalidad vigente, la Empresa aplicará en toda su extensión las facultades de
control  que  le  otorgan  las  disposiciones  legales  y  convencionales  vigentes  en  la  materia  y  sus
respectivas normas de desarrollo, tanto en relación con la suspensión del complemento por I.T. como
de las demás prestaciones establecidas.

Lo  anterior  confiere  al  empresario  la  capacidad  para  el  control  de  la  actividad  de  los
empleados, pero ha de tenerse en cuenta que dicha circunstancia no implica la posibilidad
de  un  tratamiento  indiscriminado  de  los  datos  de  los  empleados,  sin  necesidad  de
consentimiento, sino que dicha posibilidad habría de acotarla dentro de los márgenes que la
normativa y jurisprudencia entienda como legítimos, en orden del pacífico desarrollo de la
relación  laboral  que  justifica  el  tratamiento  de  datos,  salvaguardando  en  todo  caso  el
derecho a la dignidad del trabajador. En ningún caso el empresario puede tener acceso a la
información relativa a la salud de los trabajadores.

El Tribunal Constitucional, en su sentencia 292/2000, de 30 de noviembre ha establecido el
carácter autónomo del derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal,
sobre el derecho a la intimidad, articulándose como un poder de control y disposición de los
individuos al respecto de sus datos personales, lo que faculta a la persona titular de los
mismos, para decidir cuáles de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o un
particular, o cuáles puede este tercero recabar, pero dentro del contexto de la relación en la
que se enmarca el referido tratamiento de datos, lo cual es aplicable al tratamiento de datos
dentro del ámbito de las relaciones laborales.

En definitiva,  las  reclamadas están legitimadas  para el  seguimiento  de ausencia  de los
trabajadores  por  causas  médicas,  siempre  que  dicho  seguimiento  se  realice  por
profesionales  médicos.  En este caso,  la  actuación que llevan a cabo las reclamadas se
considera proporcionada.

El mismo razonamiento sirve para justificar el tratamiento de datos de salud de familiares del
trabajador,  que  se realizaron  durante  el  período de vigencia  del  Convenio  Colectivo  de
Empresas Vinculadas vigente hasta noviembre de 2019. Estos datos eran necesarios para la
tramitación  de  las  solicitudes  de  permiso  retribuido  por  esta  causa,  con  las  que  se  da
cumplimiento a las previsiones establecidas al respecto en el citado Convenio Colectivo de
Empresas Vinculadas, cuyo artículo 102 establece la relación de días que corresponden a
los trabajadores en función del tipo de enfermedad o intervención quirúrgica a la que se
somete el familiar (2 a 5 días), por lo que el detalle de los datos o informes médicos de
familiares se reputa necesario para evaluar el número de días de permiso que corresponden
al  trabajador,  que efectúa  el  Servicio  de  Prevención  de Riesgos  Laborales,  sin  que  las
reclamadas accedan a dicha información. 

En  estos  supuestos  específicos  de  permisos  retribuidos  por  enfermedad  grave  o
intervención  quirúrgica  de  un  familiar,  el  empleado  remitía  directamente  la  justificación
documental al SMPRL, para que éste informase a la unidad de recursos humanos sobre el
número de días que corresponden, en función de la gravedad de la enfermedad o de la
intervención quirúrgica. 

IV
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La  entidad  reclamante,  además  de  las  cuestiones  analizadas  en  los  Fundamentos  de
Derecho precedentes, puso de manifiesto en su reclamación que la información en materia
de protección de datos que las reclamadas ofrecen a sus trabajadores no incluía ninguna
dirección de correo electrónico en la que ejercer los derechos y que la información sobre el
derecho de oposición es confusa.

En relación con estas cuestiones, la información en cuestión se expresaba en los términos
siguientes:

“En determinadas circunstancias y por motivos relacionados con su situación particular, el empleado
podrá oponerse al tratamiento de algunos de sus datos. Telefónica dejará de tratar los datos salvo por
motivos legítimos imperiosos, o el ejercicio o la defensa de posibles reclamaciones. En concreto,
podrá  oponerse  a  ser  objeto  de  algunas  decisiones  basada  únicamente  en  el  tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles”.

“Ud. puede ejercer los referidos derechos dirigiendo un e-mail a la dirección electrónica:
Responderemos a sus peticiones a la mayor brevedad posible y, en todo caso, en el plazo de un mes.
Dicho plazo podrá prorrogarse por dos meses en caso necesario, teniendo en cuenta la complejidad y
el número de solicitudes.
En cualquier caso, estará a su disposición el Delegado de Protección de Datos de Telefónica, S.A. en
la dirección de contacto DPO_Movistar@telefonica.com”.

A la vista del texto insertado en la cláusula informativa reseñada, puede entenderse que no
se ha proporcionado una dirección de correo electrónico para el ejercicio de derechos por
error, tal y como han alegado las entidades reclamadas. 

Dicho error no puede considerarse como una limitación del ejercicio de derecho por cuanto
consta que las reclamadas han dispuesto diversas vías para este ejercicio de derechos. Más
aún considerando que la misma cláusula informativa proporciona los datos de contacto del
DPD, con las posibilidades que ello ofrece al trabajador en relación con esta materia.

En cuanto a la  información relativa al  derecho de oposición,  lo  determinante es que se
informa sobre la posibilidad de ejercitarlo. El contenido de esta cláusula, por otra parte, es
similar a lo establecido en el artículo 21 del RGPD, que regula este derecho. El apartado 1
de dicho artículo se expresa como sigue:

“1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su
situación particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado
en lo dispuesto en el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la
base de dichas disposiciones. El responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales,
salvo  que  acredite  motivos  legítimos  imperiosos  para  el  tratamiento  que  prevalezcan  sobre  los
intereses, los derechos y las libertades del interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa
de reclamaciones”.    

V

Por  lo  tanto,  se  ha  acreditado  que  la  actuación  de  las  reclamadas  como  entidades
responsables del tratamiento, ha sido acorde con la normativa sobre protección de datos
personales analizada en los párrafos anteriores.

Por lo tanto, de acuerdo con lo señalado, la Directora de la Agencia Española de Protección
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de Datos, ACUERDA:

PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO:  NOTIFICAR  la  presente  resolución  a  la  entidad  reclamante  y  entidades
reclamadas. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 50 de la LOPDGDD, la presente Resolución
se hará pública una vez haya sido notificada a los interesados. 

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa según lo preceptuado por el art.
114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, y de conformidad con lo establecido en los arts. 112 y 123 de la
citada Ley 39/2015, de 1 de octubre, los interesados podrán interponer, potestativamente,
recurso de reposición ante la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el
plazo de un mes a contar  desde el  día siguiente  a la  notificación de esta resolución  o
directamente  recurso  contencioso  administrativo  ante  la  Sala  de  lo  Contencioso-
administrativo de la Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el
apartado 5 de la disposición adicional cuarta de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el día
siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la referida
Ley.

940-0419

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
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